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  PREFACIO


			Juliana Amaya*


			El derecho atraviesa nuestras vidas. La gran mayoría de nuestras acciones se encuentran reguladas por las normas jurídicas. Los abogados, por tanto, somos requeridos en situaciones muy diversas: desde representar a víctimas y agresores hasta reclamar subsidios, exigirle al Estado que cumpla con sus obligaciones y contribuir a resolver los conflictos diplomáticos de un país. No obstante, el ejercicio de la abogacía no se da en el vacío. Las circunstancias socioeconómicas, culturales y políticas de una comunidad determinan cómo ha de practicarse el derecho, ante quién debe ponerse en operación y quién puede acceder a un abogado. La práctica del derecho puede darse únicamente en el ámbito privado. Consecuentemente, puede involucrar solo a agentes privados. Sin embargo, una parte importante de esta práctica se desarrolla ante instancias judiciales y administrativas. Los abogados interactúan constantemente con los tribunales y la administración para defender los intereses de sus clientes.


			En las democracias liberales todos los ciudadanos se consideran iguales ante la ley y, por ende, iguales ante la administración de justicia. Todos los miembros de este tipo de comunidad política tienen el derecho de acceder a la justicia para defender sus intereses. En la práctica, sin embargo, esa igualdad frente a la ley está condicionada tanto por la posición socioeconómica que ocupa el ciudadano como por el conocimiento jurídico del que disponga. Las diferencias entre la igualdad formal y la igualdad material son bien conocidas en esta área y tienen un impacto notable en la vida de las personas. Ahora bien, si toda la vida pasa por el derecho y lo que hacemos está regulado por él, ¿qué ocurre con aquellos que no pueden acceder a la justicia? ¿Qué pasa con las personas socioeconómicamente vulnerables que no conocen el derecho y que no pueden contratar a un abogado para que los represente?


			Las estrategias que las democracias liberales han articulado para materializar el derecho al acceso a la justicia son de muy diversa índole. Las más conocidas son los consultorios jurídicos, las defensorías públicas, los abogados de oficio y el trabajo pro bono. En Latinoamérica, desde el inicio del siglo XXI, el trabajo jurídico pro bono se ha abierto un espacio entre los abogados de la región. En Chile y Argentina, por ejemplo, las organizaciones que promueven este tipo trabajo fueron creadas en el año 2000. Los múltiples esfuerzos que se han adelantado en Latinoamérica por promover el trabajo pro bono, no obstante, se catalizaron en la Declaración Pro Bono de las Américas.


			Entre el 2006 y el 2008, un grupo de abogados de las Américas se dio a la tarea de redactar una declaración que presentara de manera precisa y clara las responsabilidades sociales de los abogados, contribuyera a la institucionalización de las labores gratuitas que adelantan los abogados en beneficio de personas y comunidades vulnerables y la consolidación de una “cultura pro bono en la región”. El considerando número 5 de la Declaración Pro Bono de las Américas reconoce que


			la profesión legal tiene un rol privilegiado y está posicionada de manera única en materia de acceso a la justicia y tiene la responsabilidad, los medios y la oportunidad de promover un sistema legal justo y equitativo, así como el respeto por los derechos humanos y constitucionales en colaboración con el Estado, el poder judicial y las organizaciones no gubernamentales.


			Como consecuencia del papel que tienen los abogados en sus comunidades políticas, la declaración afirma más adelante que “[estos] tienen la responsabilidad de prestar servicios legales pro bono. Esta responsabilidad se deriva de la función de la profesión en la sociedad, y de su compromiso implícito con un sistema legal justo y equitativo”.


			Los artículos contenidos en este libro le permiten al lector hacer un viaje a través del considerando número 5 de la declaración, y las obligaciones que genera. Estos textos las hacen tangibles, permiten verlas, analizarlas, evaluarlas mediante los hechos y las consideraciones de quien se acerca al trabajo jurídico pro bono desde afuera, desde la academia. Las reflexiones hechas por los autores de este libro permiten que el lector casi toque las desigualdades que producen el conocimiento o desconocimiento del derecho y el acceso o distancia que tienen las personas frente a los recursos económicos que son necesarios para la defensa jurídica de sus intereses.


			Estas ideas abren espacios para la reflexión, el conocimiento y, para quienes estamos inmersos en la práctica que se analiza, el autoconocimiento. Permiten también, como toda teoría y gracias a ella, tener desacuerdos y distancias; permiten pensar que hay cosas que son diferentes a la forma como se describen; interpelar los argumentos que ofrecen y reafirmar las prácticas y argumentos propios. De esto precisamente se trata este ejercicio y, por ello, quienes hemos participado en él como objetos de estudio, debemos leerlo y analizarlo con tanto o mayor juicio que con el que nos han analizado a nosotros. No hay un ejercicio más complejo que el de observarse en blanco y negro y desde afuera. No hay tampoco nada más doloroso y a la vez más productivo. Aquello que se intuyó y que otro corrobora como cierto en muchos casos duele, pero también da origen al cambio, a la creación de nuevas estrategias para superar obstáculos; abre el camino para reflexiones que permitan un “hacer” mejor.


			En estos textos se explican las relaciones desiguales de poder que se generan a partir del saber de los abogados, las formas en que el trabajo jurídico pro bono intenta enfrentar estas desigualdades y las maneras como se justifica este tipo de labor en América Latina. Intentan también dar respuesta a preguntas tales como ¿podemos hablar hoy de una cultura pro bono en la región?, ¿qué ha pasado en el tiempo transcurrido desde la redacción de la declaración y la creación de las organizaciones que la fomentan?, ¿las organizaciones pro bono de la región han tenido repercusión en las actividades que adelantan las firmas de abogados que les dieron origen?, ¿cuál ha sido la influencia de la cultura jurídica estadounidense en el trabajo pro bono que se hace en Latinoamérica?, ¿qué actores han participado y participan en el proceso?, ¿cómo se hace pro bono?, ¿ cuánto pro bono se hace? Estas, entre muchas otras preguntas, son resueltas por el profesor Daniel Bonilla y su equipo a través del importante proceso investigativo que realizaron en Colombia, Chile y Argentina y durante el cual entrevistaron a más de 180 abogados comprometidos con el trabajo pro bono.


			Ahora bien, ¿por qué resulta interesante conocer la respuesta a estas preguntas?, ¿por qué es importante conocer la historia de este fenómeno? La respuesta nos la da el mismo Bonilla en una sola frase: “La buena teoría debe nutrirse de la realidad; las buenas prácticas deben estar teóricamente informadas”. Quienes hemos estado vinculados al pro bono desde una perspectiva práctica necesitamos que alguien nos nutra con teoría y nos ayude a entender cuáles son los argumentos detrás de lo que hacemos y fomentamos, revisar cuáles son nuestras fortalezas y cuáles nuestras debilidades; que nos permita examinar lo que hemos logrado y cuáles son los retos que tenemos por delante; qué obstáculos enfrentamos y cuáles son los más complejos. Solo a través de ese conocimiento seremos capaces de lograr cabalmente nuestros objetivos y consolidar definitivamente una cultura pro bono en el sur del continente.


			Con este libro, la teoría y la práctica se retroalimentan para dar paso a nuevas ideas, para reevaluar acciones, para discrepar. Solo en ese ejercicio seremos capaces de crecer; por eso vale la pena adentrarse en estas páginas y revisar con cuidado cada una de las ideas que se exponen y analizan.


			En el 2000, los futuros beneficiarios de la Fundación Pro Bono Chile y de la Comisión Pro Bono de Argentina, y en el 2009, los de la Fundación Pro Bono Colombia, desconocían que tales instituciones se estaban creando y las miles de personas, organizaciones y comunidades atendidas hasta hoy no sabían que su suerte podría cambiar gracias a la intervención de un abogado. Muchos de ellos ni siquiera sabían cuáles eran sus derechos. Desde esta perspectiva, el número de casos pro bono que se han adelantado en Argentina, Chile y Colombia es notable y hemos de sentir orgullo por el camino recorrido. No ha sido menor, pero no debemos conformarnos. Las páginas que aparecen a continuación de este prefacio nos muestran que todavía queda mucho por hacer. Estamos en deuda con el derecho al acceso a la justicia; debemos dirigir nuestros esfuerzos hacia su materialización. Allí es donde está localizado el problema al que intenta dar respuesta el trabajo pro bono con el que estamos comprometidos y frente al cual hemos alcanzado ya logros valiosos.


 ____________________


			

				

			* 	Juliana Amaya, directora Fundación Pro Bono Colombia.










   




INTRODUCCIÓN


			Daniel Bonilla*


			El trabajo jurídico pro bono se describe y fundamenta en un discurso transnacional1. Los operadores jurídicos que lo materializan o estudian hoy en día giran en torno a un concepto complejo que posiciona a los abogados en un lugar central dentro de las democracias liberales. Las organizaciones sociales, abogados y académicos interesados en el trabajo pro bono generalmente lo conciben como el conjunto de servicios jurídicos gratuitos e institucionalizados que prestan voluntariamente los abogados a personas de bajos recursos socioeconómicos o al interés público2. Este concepto, por tanto, se estructura alrededor del siguiente conjunto de ideas.


			En primer lugar, el pro bono se entiende como una actividad que adelantan los abogados3. Esta es una labor que solo desarrollan aquellos que son reconocidos formalmente por el Estado o las organizaciones gremiales como miembros de la disciplina. En consecuencia, el concepto de trabajo pro bono transnacional excluye las labores jurídicas que realizan personas con conocimientos sobre el derecho pero que no tienen el título de abogado, por ejemplo, líderes sociales, miembros de sindicatos y funcionarios de organizaciones no gubernamentales.


			En segundo lugar, el pro bono es un trabajo jurídico4. Los abogados que lo adelantan ponen en acción su conocimiento experto. El concepto de trabajo pro bono transnacional, por ende, excluye otro tipo de acciones que también realizan los abogados para servir a sus comunidades políticas, entre otras, trabajo como voluntarios en causas sociales, la donación de dinero o la participación gratuita en las juntas directivas de organizaciones sociales.


			En tercer lugar, el pro bono es un tipo de tarea que los abogados adelantan voluntariamente5. El pro bono se entiende en este discurso transnacional como consecuencia de una obligación que los abogados asumen autónomamente, no como una obligación heterónoma. El pro bono se interpreta, por ende, como una consecuencia de las responsabilidades sociales que tienen los abogados con sus comunidades políticas. Estas responsabilidades se fundamentan en razones de principio o estratégicas muy diversas. Algunos apelan a los principios de solidaridad, igualdad o caridad cristiana para justificarlas. Otros, a los beneficios que genera para los abogados que las concretan, por ejemplo, proyección de una imagen positiva ante la sociedad, apertura de nuevos mercados y atraer al mejor talento jurídico a las firmas de abogados.


			En cuarto lugar, el pro bono es una actividad gratuita6. Los abogados que realizan este tipo de labor no deben cobrar por los servicios jurídicos que prestan. La materialización de sus responsabilidades sociales no debería generarles ningún beneficio económico.


			En quinto lugar, es un servicio que se presta de manera institucionalizada7. El discurso transnacional distingue entre el trabajo pro bono que realizan las firmas de abogados de manera sistemática y estructurada de las labores que tradicionalmente han desarrollado los juristas de manera individual para favorecer a personas que no pueden pagar por los servicios de un profesional del derecho. El discurso pro bono transnacional ofrece una serie de argumentos normativos con respecto a las formas organizacionales y procedimientos que deben articular las firmas de abogados para que sus programas pro bono puedan cumplir los objetivos que se proponen. Este discurso promueve, por ejemplo, que cada firma tenga una estructura compuesta por un comité, un socio y un coordinador pro bono.


			En sexto lugar, el pro bono se entiende como un trabajo que se presta a personas que no tienen los recursos económicos para satisfacer sus necesidades jurídicas8. En esta medida, el discurso transnacional apela a argumentos de igualdad para justificar las prácticas pro bono de los abogados. Los juristas, según este discurso, tienen la responsabilidad de contribuir a la satisfacción de las necesidades jurídicas de las poblaciones socioeconómicamente vulnerables. La posición que ocupan dentro de la comunidad política dado el saber experto que controlan, la importancia que este tiene para la estabilidad, prosperidad y justicia sociales, así como el monopolio del mercado de servicios jurídicos que detentan así lo exige.


			Ahora bien, este discurso también admite que el trabajo pro bono se preste a organizaciones sociales que sirven a personas de bajos recursos económicos. El trabajo que tales instituciones adelantan está dirigido a servir a los intereses de este grupo poblacional. En último lugar, el discurso transnacional señala que el trabajo pro bono puede dirigirse a la defensa del interés público9. En esta medida, el trabajo pro bono puede incluir estrategias como el litigio de alto impacto, la asesoría legislativa y la pedagogía en derechos, aunque estas no incluyan como cliente a un individuo de bajos recursos socioeconómicos. El discurso, no obstante, no precisa qué debe entenderse por “interés público”, por ejemplo, el beneficio de las mayorías, la defensa de las minorías, la defensa del Estado de derecho o la defensa del proyecto político y jurídico que se sintetiza en la Constitución.


			El concepto de trabajo pro bono que promueve el discurso transnacional, así como las prácticas que ha generado son ricos y complejos. Entre otras cosas, hacen explícito el lugar que ocupan los abogados dentro de la esfera pública de una democracia liberal, evidencian sus obligaciones sociales, precisan las estructuras y procedimientos necesarios para concretar estos deberes adecuadamente y señalan los avances que han alcanzado y los obstáculos que enfrentan las comunidades políticas contemporáneas para la concreción del derecho al acceso a la justicia. En países como Estados Unidos, el discurso y prácticas pro bono han sido ampliamente estudiados. Autores como Deborah Rhode10, Scott Cummings11, Cynthia Fuchs12, y Lucie White13, por nombrar solo algunos de los más conocidos, las han examinado de manera exhaustiva y robusta.


			En contraste, en Latinoamérica, la literatura sobre el discurso y prácticas jurídicas pro bono es muy escasa. Las facultades de derecho y ciencias sociales han ignorado casi completamente el pro bono, en particular, y las responsabilidades sociales de los abogados, en general. Estos temas no han logrado posicionarse como objetos de estudio valiosos para los académicos de la región a pesar de los serios problemas que enfrentan los países que la conforman para la materialización del derecho al acceso a la justicia, del enorme número de abogados con los que cuentan y de que en varios países de la región se han articulado iniciativas que promueven el trabajo pro bono, por ejemplo, la Fundación Pro Bono Chile14, la Fundación Pro Bono Colombia15 y la Comisión de Trabajo Pro Bono e Interés Público de Argentina16, que tienen entre seis y quince años de existencia.


			La enseñanza y publicaciones especializadas sobre la ética profesional de los abogados en Latinoamérica usualmente se han movido entre dos extremos cuestionables. Por un lado, la exégesis de los códigos de ética expedidos por el legislador o los colegios de abogados. En este caso, los profesores de derecho se concentran en la interpretación más o menos literal de las normas jurídicas que controlan la práctica de la profesión. Los libros y las clases de ética profesional, por consiguiente, giran en torno a las reglas jurídicas y los conceptos básicos que las constituyen. El formalismo y el conceptualismo parecería que constituyen los pilares de esta aproximación a la ética profesional.


			Por otro lado, la discusión de corte filosófico que explora los modelos éticos clásicos, el deontologismo o el utilitarismo, entre muchos otros. Los profesores de derecho o filosofía, en este caso, analizan los componentes de cada una de estas estructuras normativas y solo ocasionalmente tienden puentes con el discurso y las prácticas jurídicas. En esta medida los dilemas morales propios de la profesión se oscurecen; se pierden entre conceptos abstractos que, aunque muy valiosos, pueden ser aplicados a múltiples disciplinas o situaciones en las que podría verse involucrado cualquier ser humano. Estos dos extremos, el formalista-conceptualista y el filosófico, sin vínculo directo con la teoría, dogmática y práctica del derecho, hacen que la reflexión sobre las responsabilidades sociales de los abogados quede en las márgenes de la profesión y la academia del derecho latinoamericanas.


			Este libro tiene como objetivo contribuir a llenar este vacío en la literatura y enseñanza del derecho de la región. El texto está compuesto por cuatro escritos que hacen parte de un mismo proyecto de investigación. El primer artículo, de mi autoría, persigue dos objetivos: por un lado, busca describir y analizar la arquitectura conceptual que sostiene al trabajo pro bono. Por el otro, tiene como fin hacer uso de estas herramientas teóricas para describir y analizar el discurso y prácticas pro bono que se han articulado en Argentina, Colombia y Chile. El escrito se divide en dos partes para cumplir con estos fines. En la primera parte, presento los elementos que componen el concepto global estándar de trabajo pro bono, analizo las ideas de sujeto17, tiempo18 y espacio19 que crea y examino las oposiciones conceptuales que las estructuran. En la segunda parte del artículo, argumento que el discurso y prácticas pro bono en Argentina, Chile y Colombia son un trasplante jurídico entre las élites jurídicas de América del Norte y Suramérica. Asimismo, argumento que es un trasplante jurídico que no ha logrado enraizarse en las órbitas privadas de los estados liberales importadores y que ha tenido un impacto menor en la materialización del derecho al acceso a la justicia de los ciudadanos de bajos recursos socioeconómicos que los habitan.


			El análisis teórico y comparado que se presenta en este artículo se nutre tanto del análisis cultural del derecho20, como marco teórico, como del trabajo de campo realizado en Bogotá, Buenos Aires y Santiago por la Universidad de los Andes y la Universidad de Fordham. En Bogotá, el trabajo de campo se adelantó en el 2013 por parte de equipos de investigación de las dos universidades. En Buenos Aires y Santiago, el trabajo de campo lo hizo, en el 2014, el Grupo de Derecho de Interés Público de la Universidad de los Andes (GDIP). En el trabajo de campo se hicieron 183 entrevistas semiestructuradas a los funcionarios de las fundaciones pro bono de Chile y Colombia, los empleados de la Comisión de Trabajo Pro Bono e Interés Público de Argentina y los abogados que laboran en las firmas que crearon y están afiliadas a estas instituciones. El análisis también se basa en tres encuestas en línea que se enviaron a todas las firmas afiliadas a las tres organizaciones mencionadas. Estas encuestas tenían como objetivo recoger información cuantitativa que pudiera complementar la información cualitativa que se recopiló en el trabajo de campo. Las encuestas semiestructuradas y las encuestas en línea cubren el periodo comprendido entre la creación de las organizaciones y el momento en que se adelantó el trabajo de campo. En Chile y Argentina, por tanto, el periodo bajo análisis es el comprendido entre el 2000 y el 2014, y en Colombia, el periodo entre el 2009 y el 2013.


			Los tres textos que se publican posteriormente describen y analizan de manera detallada el discurso y prácticas pro bono de Argentina, Colombia y Chile. Asimismo, ofrecen algunas sugerencias que podrían contribuir tanto a la consolidación de una cultura pro bono en la región como a fortalecer el trabajo pro bono que se hace en estos tres países. Los tres informes son el primer producto de investigación del trabajo de campo realizado en Bogotá, Santiago de Chile y Buenos Aires en el 2013 y el 2014. Los documentos que estudian el discurso y trabajo pro bono que se hace en Argentina y Chile fueron escritos por Laura Ledezma, Gabriela Recalde, Nicolás Torres y Daniel Bonilla. El escrito que examina el trabajo pro bono que se adelanta en Colombia fue redactado por Luis Calvo, Belén Fernández y Daniel Bonilla. Cada uno de los informes se concentra en uno de los tres países que son el objeto de estudio del proyecto de investigación. No obstante, los tres textos tienen la misma estructura y examinan los mismos temas generales.


			En primer lugar, presentan el contexto jurídico y político general dentro del cual las organizaciones y sus firmas realizan el trabajo pro bono. En esta sección de los informes se describe el marco constitucional que regula el derecho al acceso a la justicia, se evidencia el déficit que existe en cada país con respecto a su materialización y se hacen explícitos los esfuerzos que cada comunidad política ha hecho para intentar superarlo. En segundo lugar, se describen y analizan las estructuras y dinámicas del trabajo pro bono que se hace en cada uno de los países. De esta forma, se presenta y se estudia el concepto de trabajo pro bono que han interiorizado los abogados afiliados a las organizaciones pro bono, así como sus orígenes. Además, se describen y exploran el número y tipo de caso pro bono que llevan las firmas de abogados, la estructura y funcionamiento de la organización encargada de promoverlo, las estructuras pro bono que han creado los estudios, el número de horas pro bono que asumen los abogados, las fuentes de los casos y los obstáculos que dificultan la realización del trabajo pro bono. En tercer y último lugar, se ofrecen un serie de recomendaciones dirigidas a las organizaciones y a las firmas de Argentina, Colombia o Chile que tienen como fin de contribuir al fortalecimiento y consolidación de su trabajo pro bono.


			Examinar críticamente el discurso y prácticas que adelantan los abogados latinoamericanos resulta fundamental para dar cuenta y materializar las responsabilidades sociales que tienen frente a las democracias liberales en proceso de consolidación en las que están inmersos. Hacerlo permitirá entender parte de la imaginación jurídica y política latinoamericana, aspectos centrales de las identidades individuales y colectivas de la región, así como algunos de los problemas de justicia social más serios que enfrentan los países que la conforman: los niveles bajos de materialización del derecho al acceso a la justicia y los niveles altos de necesidades jurídicas insatisfechas que afectan negativamente a millones de latinoamericanos.


			  ____________________


			

				

					*  	Daniel Bonilla, profesor de la Universidad de los Andes y director del GDIP, diseñó y dirigió el proyecto de investigación.




					1 Este discurso transnacional se articula y disemina en documentos escritos o promovidos por organizaciones como la Red Pro Bono Internacional, el Vance Center for International Justice, el Global Network for Public Interest Law (PILnet), la Fundación Pro Bono Chile, la Fundación Pro Bono Colombia y la Comisión de Interés Público y Trabajo Pro Bono de Argentina. También se concreta en el texto más importante sobre el trabajo pro bono en el continente americano: la Declaración Pro Bono de las Américas. En el 2015, cerca de 500 firmas de todo el continente, en las que trabajan alrededor de 10 000 abogados, habían firmado esta declaración. Véase, Daniel Bonilla, “Los mandarines del derecho”, en este libro. 
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LOS MANDARINES DEL DERECHO 
El trabajo jurídico pro bono en perspectiva comparada


			Daniel Bonilla1*


			I. INTRODUCCIÓN


			En las democracias liberales los abogados tienen responsabilidades sociales que están directamente conectadas con el derecho al acceso a la justicia. El contenido básico de este derecho exige que los ciudadanos tengan la posibilidad de acudir a las instancias judiciales y administrativas del Estado para hacer efectivos sus derechos2. Este contenido básico se puede ­descomponer en varias aristas que se materializan de diversas formas3: desde presentar y controvertir las pruebas de un proceso, hasta solicitar un traductor cuando no se habla el idioma en el que se conduce el juicio, pasando por la posibilidad de que un abogado represente sus intereses ante las instancias judiciales y administrativas estatales4. El derecho al acceso a la justicia es fundamental en un estado liberal: tiene como objetivo garantizar que los ciudadanos puedan defender jurídicamente sus intereses y lograr su inclusión plena en la comunidad política.


			Por un lado, busca que los ciudadanos puedan ejercer efectivamente su autonomía y, por tanto, escoger, modificar y materializar los proyectos de buen vivir que consideran apropiados5. Los derechos en una democracia liberal tienen como objetivo central proteger las diversas dimensiones mediante las cuales se concreta la autonomía individual6. El derecho al acceso a la justicia permite que los individuos acudan a un tercero imparcial para resolver los conflictos que tienen con terceras personas7. Si no se puede acceder a las instancias administrativas y judiciales creadas por el Estado para tal fin, los derechos en disputa no podrán protegerse; si el diseño, procedimiento y resultados de estas instituciones no son correctos, ágiles y oportunos, los derechos serán solo reglas o principios de papel, no reglas y principios jurídicos en acción. El acceso a la justicia, por tanto, tiene consecuencias en la esfera privada de una sociedad liberal. Este derecho protege la capacidad que tienen todas las personas de crear y materializar sus identidades individuales y colectivas. Los conflictos irresueltos impiden u obstaculizan que esto suceda y, por ende, no permiten que las personas puedan concretar sus potencias como agentes morales.


			Por otro lado, el derecho al acceso a la justicia tiene como objetivo garantizar que ningún miembro de la comunidad política quede excluido o en las márgenes de la esfera pública y que todos puedan participar efectivamente en la órbita política8. La tradición contractualista, central en la justificación de las democracias liberales modernas, hace explícito este argumento de manera vigorosa 9. En el estado de naturaleza no hay certeza sobre cómo deberían resolverse los problemas que afectan la vida, integridad o propiedad de los individuos. En este, además, los problemas se resuelven través de la violencia 10. El tránsito del estado de naturaleza al estado civil tiene como uno de sus objetivos centrales la creación de un tercero imparcial que pueda resolver pacíficamente los conflictos entre las personas11. El Estado, que se materializa para estos fines en forma de instancias judiciales y administrativas, es quien tiene la potestad para resolver los conflictos de manera legítima y definitiva. La adjudicación de derechos que realizan los jueces o la administración permite que los individuos se protejan de las intervenciones indebidas de terceras personas en su vida privada y pública.


			Si los individuos no pueden acceder al tercero imparcial y proteger sus derechos, serán, en la práctica, ciudadanos de segunda categoría. Si no pueden ejercer sus derechos políticos no podrán participar efectivamente en la vida pública de la colectividad. Si no pueden expresar sus ideas, votar o circular libremente, por ejemplo, no podrán ser miembros plenos de la comunidad política. Si no pueden acceder a las condiciones materiales básicas que son necesarias para ejercer su autonomía no podrán participar en la esfera pública. Las violaciones de estos derechos solo pueden detenerse legítimamente a partir de la intervención de la rama judicial o las instancias administrativas. El derecho al acceso a la justicia, permite que el individuo ponga en movimiento el aparato estatal para detener estas violaciones mediante un pronunciamiento oficial que declare su existencia, exija que se detengan y se castigue al infractor o se compense a la víctima. En caso de que el transgresor no actúe conforme al mandato legal, el derecho al acceso a la justicia demanda que el aparato coercitivo del Estado se ponga en acción. La fuerza estatal puede legítimamente intervenir para que la decisión de la instancia judicial o administrativa se haga realidad.


			Ahora bien, el derecho a tener un abogado es una de las dimensiones centrales del derecho al acceso a la justicia12. Esta arista resulta muy importante tanto para los ciudadanos como para las democracias liberales. El carácter altamente técnico de los sistemas jurídicos modernos ha generado una distancia notable entre el derecho y el individuo13. La mayor parte de las personas no tiene los conocimientos o habilidades para manipular las herramientas jurídicas ni el saber especializado que le permitiría interactuar jurídicamente con el aparato estatal14. No conoce los contenidos o procedimientos que le permitirían alcanzar objetivos comunes y valiosos en un estado democrático y liberal como redactar un contrato, interponer una demanda o solicitar a la administración la revisión de una decisión que lo afecta negativamente.


			El derecho a tener un abogado también tiene una enorme relevancia en la democracia liberal dadas las desigualdades materiales que existen entre sus ciudadanos15. Aquellos que ocupan posiciones medias o altas en la jerarquía podrán contratar los servicios de un abogado; tienen los recursos económicos necesarios para hacerlo. En contraste, quienes ocupan posiciones bajas en esta estructura no podrán hacerlo. Los costos de un abogado son muy altos en comparación con los ingresos de los que disponen. Los abogados, además, son los únicos que pueden actuar en la mayor parte de los procesos judiciales o administrativos16. Las democracias liberales modernas han decidido que, por regla general, solo quienes hayan obtenido el título de abogado pueden interactuar con los jueces y administradores con potestades para adjudicar derechos.


			Las responsabilidades sociales que tienen los abogados surgen entonces como consecuencia de las desigualdades epistemológicas, las desigualdades socioeconómicas y las desigualdades del mercado jurídico que existen en las democracias liberales modernas. Las desigualdades epistemológicas hacen referencia a que solo algunos individuos tienen acceso a los conocimientos que permiten poner en funcionamiento el discurso jurídico17. Los abogados tienen acceso a una educación formal que les permite hacerse parte de la disciplina. No todos los ciudadanos pueden aprehender al conjunto de conocimientos, prácticas, ritos y estructuras que constituyen al derecho. Algunos porque su proyecto de vida los dirige hacia otras disciplinas; otros porque no tienen los medios para cubrir los costos de la educación universitaria o porque no tuvieron acceso a una formación básica y media que les permitiera ingresar a una universidad. Algunos más porque el Estado no ofrece los cupos necesarios en la universidad pública para satisfacer la demanda existente entre sus ciudadanos. Las desigualdades epistemológicas, como puede verse, se entrecruzan con las socioeconómicas18. No importa, sin embargo, cuál sea la razón que determina la distancia epistemológica que existe entre el derecho y la mayoría de personas en una comunidad política; esta distancia crea obstáculos para proteger sus derechos y garantizar su inclusión plena en la esfera pública de su comunidad.


			Las desigualdades socioeconómicas determinan que solo algunos puedan tener acceso indirecto al saber jurídico19. Los costos de un abogado son altos para la mayor parte de los ciudadanos de las democracias liberales modernas. Solo algunos pueden contratar sus servicios y, por tanto, conseguir que los representen ante los jueces o la administración. Los recursos económicos son determinantes para acceder al conocimiento jurídico a través de los abogados.


			Finalmente, las desigualdades del mercado jurídico hacen que, por regla general, solo los abogados puedan hacer uso del discurso jurídico ante los tribunales e instancias administrativas que adjudican derechos20. El Estado o las entidades a quien delegue determinan los criterios que permiten que un individuo obtenga el título de abogado, practique su profesión y exija un pago por los servicios que presta21. El monopolio que tienen los abogados del mercado de servicios legales hace que los ciudadanos comunes dispongan del conocimiento para hacerlo, no puedan poner en operación el sistema jurídico22. Aunque algunas democracias liberales permiten que los ciudadanos se representen a sí mismos en juicios o procesos administrativos, en la práctica, sucede muy poco23. El carácter técnico del ­discurso jurídico, como se mencionó, hace que pocos ciudadanos decidan hacerlo24. Las probabilidades de que sus intereses sean adecuadamente defendidos no son altas.


			Estos tres tipos de desigualdades se entrecruzan con principios morales o políticos para justificar la idea de que los abogados tienen responsabilidades sociales. Así, para algunos, el principio de solidaridad exige que los abogados contribuyan a la materialización del derecho al acceso a la justicia25; la justicia distributiva así se lo exige a este grupo de personas. Para otros, esta obligación se justifica en principios morales de orden religioso como la caridad; los mandatos divinos así se los reclama26. Para algunos más esta obligación es consecuencia del principio de justicia compensatoria: los abogados deben retribuir socialmente los beneficios que les genera el control monopólico del saber y prácticas jurídicas27.


			II. EL ACCESO A LA JUSTICIA Y LAS INSTITUCIONES QUE LO PROTEGEN


			Las democracias liberales modernas han articulado cuatro instituciones para materializar las obligaciones del Estado y los juristas respecto del derecho que tienen todos los miembros de la comunidad política de acceder a un abogado: la defensoría pública, la abogacía de oficio, los consultorios jurídicos y el trabajo pro bono. Estas instituciones tienen como fin eliminar el déficit de acceso a la justicia que existe en todas las democracias liberales modernas en distintos grados. La primera institución, la defensoría pública, es articulada, administrada y financiada directamente por el Estado28. A través de esta entidad, el Estado ofrece servicios jurídicos gratuitos a las personas de bajos estratos socioeconómicos29.


			La abogacía de oficio y los consultorios jurídicos son instituciones que se articulan y ponen en práctica a partir de la interacción entre el Estado y los abogados; entre la esfera pública y la privada. Los tribunales y la administración, haciendo uso de la figura de la abogacía de oficio, tienen la potestad de nombrar a los miembros de la comunidad jurídica como representantes de personas de bajos recursos socioeconómicos en procesos judiciales o administrativos30. Los abogados, en principio, tienen la obligación de aceptar la decisión y, por tanto, deben proteger los derechos de sus clientes de oficio tan competente y éticamente como lo hacen con los clientes que pagan por sus servicios31.


			Los consultorios jurídicos permiten u obligan a los estudiantes de derecho a que representen o asesoren a ciudadanos de bajos estratos socioeconómicos, siempre bajo la supervisión de sus profesores32. En algunas democracias liberales, la colombiana y la chilena, por ejemplo, los consultorios jurídicos son obligatorios33. Las universidades, por tanto, tienen que crear este tipo de unidades académicas y los estudiantes deben realizar este servicio social. Los estados, en estos casos, reglamentan y supervisan las actividades que adelantan estos entes académicos. En otras democracias liberales, la argentina y la estadounidense, por ejemplo, los consultorios jurídicos son facultativos34. Las universidades construyen estas instituciones y los estudiantes participan en ellas de manera completamente voluntaria.


			La última institución, el trabajo jurídico pro bono, surge dentro de la profesión del derecho35. Los abogados son quienes la estructuran y ponen en práctica; el Estado, por regla general, no interviene en su articulación o materialización36. Los abogados se organizan voluntariamente para generar entidades y procesos que permitan proveer servicios jurídicos gratuitos37 a personas de bajos recursos económicos38.


			La diferencia del trabajo pro bono con los servicios jurídicos gratuitos que los abogados han prestado históricamente es que aquel no se presta de manera esporádica, individual e informal. El pro bono nombra los servicios jurídicos gratuitos que se han institucionalizado en las comunidades jurídicas de las democracias liberales modernas39.


			El discurso y prácticas jurídicas pro bono se han diseminado ampliamente en los últimos veinte años. Estados Unidos ha sido pionero en su creación y desarrollo40. No obstante, en Europa y Latinoamérica se han articulado algunas iniciativas que tienen como objetivo la creación e institucionalización de una cultura pro bono dentro de los territorios que las comprenden41. La Alianza Pro Bono Europea ha sido pionera en la promoción del trabajo pro bono en su región42. En Latinoamérica, las ­experiencias de Brasil43, Argentina44, Chile45 y Colombia46 son las más antiguas y consolidadas. Sin embargo, en otros países como Perú47, México48 y República Dominicana49 también se han creado iniciativas que buscan promover el trabajo pro ­bono. Todos estos procesos han girado en torno a organizaciones creadas por las firmas de abogados de élite para promover la institucionalización de los servicios jurídicos gratuitos dentro de sus comunidades.


			III. LOS OBJETIVOS Y LA ESTRUCTURA DEL TEXTO


			Este artículo se centra solo en una de las estrategias creadas en las democracias liberales modernas para materializar las obligaciones sociales que tienen los abogados: el trabajo jurídico pro bono. El objetivo del texto es a la vez general y particular. Por un lado, busca describir y analizar la arquitectura conceptual que sostiene al trabajo pro bono50. Por el otro, tiene como fin hacer uso de estas herramientas teóricas para describir y analizar el discurso y prácticas pro bono que se han articulado en Argentina, Colombia y Chile.


			El escrito se divide en dos partes para cumplir con estos objetivos. En la primera parte, presento los elementos que componen el concepto global estándar de trabajo pro bono. El trabajo pro bono es actualmente un fenómeno global que se define y fundamenta a partir de un discurso transnacional. Este discurso transnacional se concreta y disemina en los documentos de organizaciones como la Red Pro Bono Internacional51, el Vance Center for International Justice52, el Global Network for Public Interest Law (PIL>net)53, la Fundación Pro Bono Chile54, la Fundación Pro Bono Colombia55 y la Comisión de Interés Público y Trabajo Pro Bono de Argentina56. También se evidencia en el documento internacional más importante sobre el trabajo pro bono en el continente americano: la Declaración Pro Bono de las Américas57. En el 2015, cerca de 500 firmas de todo el continente, en las que trabajan alrededor de 10 000 abogados, habían adherido a esta declaración58.


			En la primera sección de este aparte argumento que este discurso entiende el trabajo pro bono como el conjunto de servicios jurídicos gratuitos que prestan voluntariamente los abogados a las personas de bajos recursos económicos o al interés público. En la segunda sección hago explícitos y analizo los conceptos de sujeto59, tiempo60 y espacio61 que crea este concepto. El propósito de esta sección es hacer evidentes las categorías que estructuran el discurso sobre el trabajo pro bono y que contribuyen a la creación de una parte de la imaginación jurídica y política moderna. El concepto de trabajo pro bono se entrelaza con otros conceptos como Estado liberal de derecho, derechos fundamentales, acceso a la justicia e igualdad material para crear una red discursiva que determina la manera como la modernidad ilustrada construye al individuo y la realidad con la que interactúa.


			El trabajo pro bono crea dos sujetos interdependientes. Al primer tipo de sujeto lo llamaré mandarines jurídicos; al segundo tipo, los siervos del derecho. Los mandarines jurídicos ocupan una posición superior a la de los siervos del derecho por razones de clase y por razones epistemológicas. El capital socioeconómico del que disponen los sitúa en una posición alta en la jerarquía que estructura a su sociedad. Este capital usualmente les permite a su vez acumular el capital epistémico que los hace miembros de la disciplina que conocemos como derecho. El capital socioeconómico les permite acceder a los ritos, prácticas y conocimientos jurídicos. Los legos deben ser iniciados y formados en la disciplina para que puedan adquirir su estatus como mandarines del derecho.


			Los siervos del derecho, en contraste, se caracterizan por sufrir de un déficit tanto de capital socioeconómico como epistemológico. Se sitúan en la base de la jerarquía socioeconómica de su comunidad política y, por tanto, no tienen acceso a los conocimientos, ritos y prácticas que les permitirían hacer uso del sistema jurídico para defender sus intereses. La relación entre los mandarines jurídicos y los siervos del derecho es, entonces, vertical. El vínculo que los une es la obligación moral que asumen los primeros por razones de principio o por razones estratégicas de prestarles servicios jurídicos gratuitos a los segundos. El principio de solidaridad, la virtud de la caridad o el autointerés justifican que los mandarines asuman voluntariamente tareas que tienen como objetivo beneficiar jurídicamente a los siervos del derecho. Aquellos consideran que tienen el deber de asesorar o representar judicialmente y de manera gratuita a estos.


			El discurso pro bono, un discurso normativo, está comprometido con una noción lineal de la historia. El trabajo pro bono es solo una medida temporal; tiene un inicio y un final. Las desigualdades socioeconómicas y epistemológicas que existen en los estados liberales de derecho exigen que el trabajo pro bono emerja en un momento particular de la historia. No obstante, en la medida en que la comunidad política avance en la eliminación de estos obstáculos, la necesidad del trabajo pro bono desaparecerá. En este momento de la historia del Estado de derecho liberal, el derecho al acceso a la justicia de todos sus miembros podrá materializarse ya sea a través de las instituciones estatales designadas para tal fin o como consecuencia de los recursos económicos que los ciudadanos tienen ahora a su disposición. El fin de la historia del trabajo pro bono no solo es posible sino deseable. El trabajo pro bono existirá en la medida en que exista la relación vertical entre los mandarines jurídicos y los siervos del derecho.


			El espacio del trabajo pro bono, aquel que supone y contribuye a crear, es el de la esfera privada dentro de una sociedad liberal62. El discurso y prácticas pro bono ocurren en la órbita de la moral; el espacio donde los sujetos construyen sus identidades individuales y colectivas63. El trabajo pro bono es una obligación que los abogados deben asumir autónomamente, no una obligación que debe imponerse por agentes externos como el Estado o las firmas de abogados. El Estado no debe intervenir en esta área de la sociedad. No obstante, en ocasiones, el trabajo pro bono hace que la órbita privada entre en contacto con la órbita pública. El discurso y prácticas pro bono tienen como objetivo que los individuos tengan la posibilidad de hacer efectivos sus proyectos de buen vivir a través de la resolución jurídica de los conflictos. Un proceso que muchas veces implica la interacción del ciudadano con las ramas judicial y ejecutiva del poder público.


			En la parte final de esta primera parte del escrito presento y analizo las oposiciones conceptuales que estructuran el discurso sobre el trabajo pro bono y que contribuyen a la creación de los conceptos de sujeto, tiempo y espacio que sostienen su aparato conceptual. En particular, me concentro en las siguientes oposiciones conceptuales: saber/ignorancia, igualdad/desigualdad, solidaridad/individualismo, obligaciones autónomas/obligaciones heterónomas.


			En la segunda parte del artículo argumento que el discurso y prácticas pro bono en Argentina, Chile y Colombia son un trasplante jurídico entre las élites de los mandarines jurídicos de América del Norte y Suramérica. Las élites jurídicas argentinas, chilenas y colombianas importan este conjunto de prácticas y teorías; las élites jurídicas estadounidenses lo exportan64. Asimismo, argumento que este es un trasplante jurídico que no ha logrado enraizarse en las órbitas privadas de los estados liberales importadores y que ha tenido un impacto menor en la materialización del derecho al acceso a la justicia de los siervos del derecho que los habitan65. En esta segunda parte también expongo y analizo las razones que explican el intercambio de saber pro bono. En esta sección del artículo argumento que los mandarines supremos, las élites jurídicas importadoras y exportadoras, intercambian el saber jurídico por razones de principio y por razones estratégicas. Las primeras tienen origen en la satisfacción de las obligaciones sociales que asumen como propias. Las segundas, hacen referencia a cuestiones relacionadas con la globalización de los mercados jurídicos y la reputación de los abogados en los estados liberales importadores y exportadores. Ahora bien, no importa cuáles sean las razones con las que estén comprometidos, los importadores y exportadores del saber pro bono ponen en operación lo que comúnmente se conoce en derecho comparado como una metodología funcionalista66.


			En la última sección de esta segunda parte, presento y analizo las razones que explican los logros que ha alcanzado el trasplante jurídico, así como las interpretaciones y variaciones locales que empieza a experimentar. Finalmente, en esta sección expongo las razones que explican por qué este saber todavía no ha logrado encarnarse en instituciones y prácticas estables dentro de las comunidades jurídicas importadoras. Argumento que la falta de consolidación de una cultura pro bono se explica por el bajo compromiso con el trabajo pro bono de los altos mandarines que controlan las estructuras empresariales que proveen este tipo de servicios jurídicos67; las debilidades institucionales y políticas de la fundaciones que promueven el trabajo pro bono68; el asistencialismo de las políticas pro bono69; las características del mercado jurídico en los países importadores70; la inexistencia de una cultura de trabajo voluntario en estas comunidades políticas71, y las diferencias de clase y epistemológicas entre mandarines jurídicos y siervos del derecho que no permiten la comunicación fluida y estable necesaria para llevar a buen término los casos pro bono72.


			Las dos partes que componen el artículo están entrelazadas. La arquitectura conceptual del discurso jurídico pro bono globalizado es fundamentalmente la misma arquitectura conceptual del discurso que han interiorizado y promueven las fundaciones pro bono de Argentina, Chile y Colombia, así como las firmas de abogados que las componen. El análisis teórico que se ofrece, por tanto, es útil para comprender tanto el discurso jurídico pro bono estándar que se ha diseminado globalmente como el discurso y prácticas pro bono de los abogados argentinos, chilenos y colombianos. Este análisis cultural del trabajo pro bono, no obstante, no se hace en abstracto. Las diferencias y similitudes que existen entre el trabajo pro bono en Argentina, Chile y Colombia, los patrones que siguen el discurso y las prácticas pro bono en estos tres países y las maneras específicas como han contribuido a construir la conciencia jurídica de los abogados de la región servirán para justificarlo e ilustrarlo. La relación entre teoría y práctica es, por tanto, de doble vía.


			El análisis teórico y comparado que se presenta en este ar­tículo se nutre tanto del análisis cultural del derecho, como marco teórico, como del trabajo de campo realizado en Bogotá por la Universidad de los Andes y la Universidad de Fordham en el 2013 y en Buenos Aires y Santiago por el Grupo de Derecho de Interés Público de la Universidad de los Andes (GDIP) en el 2014. En el trabajo de campo se realizaron 183 entrevistas semiestructuradas con los equipos de las fundaciones que trabajan en temas pro bono en Argentina, Chile y Colombia, así como con los abogados que trabajan en las firmas que crearon y están afiliadas a estas organizaciones. El análisis también se basa en tres encuestas en línea que se enviaron a todas las firmas afiliadas a las fundaciones. Estas encuestas tenían como objetivo recoger información cuantitativa que complementara la información cualitativa que se recogió en el trabajo de campo. En el caso de Chile, el análisis también tiene en cuenta la información estadística publicada por la Fundación Pro Bono Chile. Esta información cubre el periodo comprendido entre el 2008 y el 2013. Las encuestas semiestructuradas y las encuestas en línea cubren el trabajo realizado por las tres organizaciones y sus firmas desde el momento de su creación y hasta el 2013 y el 2014, momento en que el GDIP realizó el trabajo de campo.


			Las razones que llevaron a Argentina, Chile y Colombia como objeto de estudio particular son cinco. Primero, aunque desde hace tres lustros se han hecho esfuerzos por institucionalizar el trabajo pro bono en Latinoamérica, en la actualidad no existen artículos académicos que describan y analicen de manera precisa y completa este trabajo73. Las relaciones entre el derecho al acceso a la justicia y el trabajo pro bono son un objeto de estudio muy poco explorado en la región74. Las conexiones entre las responsabilidades sociales de los abogados, las democracias liberales en consolidación y el trabajo pro bono tampoco han logrado posicionarse como un objeto de estudio valioso en la literatura local o internacional.


			Segundo, los procesos que tienen como objetivo promover el trabajo pro bono en Colombia, Argentina y Chile se desarrollan dentro un mismo marco temporal. Consecuentemente, esta ­variable permanece estable y permite que el análisis se concentre en el examen del discurso y prácticas pro bono. Los proyectos se inician con la creación de la Fundación Pro Bono Chile, la Comisión de Trabajo Pro Bono e Interés Público de Argentina y la Fundación Pro Bono Colombia. Las dos primeras organizaciones iniciaron sus labores en el año 2000 mientras la tercera lo hizo en el 2006. Hasta el día de hoy, las tres iniciativas han desarrollado ininterrumpidamente sus labores.


			Tercero, los procesos pro bono de Argentina, Chile y Colombia son los más antiguos y consolidados en la América Latina hispanohablante75. Las tres fundaciones que los lideran nacieron con el objetivo de servir como centro de derivación de casos pro bono para las firmas de élite de Santiago, Buenos Aires y Bogotá, así como para promover el trabajo pro bono en las comunidades jurídicas a las que estas empresas jurídicas pertenecen76. Las tres organizaciones, además, crearon canales de comunicación formales e informales con el fin de aprender de sus experiencias positivas y negativas. Estas experiencias han sido compartidas con otros países a través de instituciones como la Red Pro Bono Internacional y el Cyrus Vance Center for International Justice de Nueva York77. Los procesos y estructuras que han creado para el desarrollo del trabajo pro bono han alcanzado un nivel suficiente como para que hayan sido tomados como ejemplo por iniciativas que pretenden crear una cultura pro bono en otros países de la región, por ejemplo, República Dominicana, Perú y México.


			Cuarto, los sistemas jurídicos y políticos de Argentina, Chile y Colombia son análogos. Los tres países son democracias liberales en proceso de consolidación e históricamente se han identificado como parte de la tradición civilista78. Chile y Argentina enfrentan todavía los efectos de las dictaduras en sus instituciones democráticas79 y Colombia enfrenta las consecuencias de cincuenta años de conflicto armado80. Los estados de los tres países están profundamente centralizados en la práctica y tienen una presencia débil en algunas de sus regiones, particularmente las rurales, distantes del centro político y pobres81. Asimismo, los niveles de desigualdad y pobreza en estos países son notables. El índice Gini para Chile en el 2014 fue de 0,50, para Argentina 0,41 y para Colombia 0,5382. En Chile, en el 2011, el 22,2 % de la población se considera pobre y el 0,5 % pobre extrema83. En Argentina, en el 2011, los porcentajes son de 11,6 y 1,4, respectivamente84. En Colombia, en el 2012, 32,7 y 5,685. En los tres sistemas ­jurídicos, además, hay un déficit notable en la materialización del derecho al acceso a la ­justicia86. Los índices que muestran los niveles de satisfacción de las necesidades jurídicas son bajos. En Colombia87 Argentina y Chile la diferencia entre el discurso normativo y la concreción del derecho al acceso a la justicia es todavía preocupante88.


			Existe un amplio acuerdo en torno a que los sistemas jurídicos de los tres países tienen como su columna vertebral a la tradición romano-germánica89. Su estilo, tradición o ideología, los tres criterios usados tradicionalmente por el derecho comparado para clasificar a los sistemas jurídicos del mundo, permite clasificarlos pacíficamente como parte de la familia civilista90. Ahora bien, desde la segunda mitad del siglo XX los tres sistemas jurídicos han sido influenciados notablemente por la teoría, la doctrina y las prácticas jurídicas estadounidenses91. Los trasplantes jurídicos que tienen como país exportador a Estados Unidos y como países receptores a Colombia, Chile y Argentina son múltiples y afectan aspectos centrales de sus sistemas jurídicos92. El trasplante del sistema penal acusatorio93, el derecho laboral neoclásico94, y la teoría del derecho liberal95, y el constitucionalismo liberal96 son tres ejemplos notables de estos procesos. Un cuarto ejemplo, fundamental para este artículo es el del trabajo pro bono. Este ha sido articulado siguiendo los patrones discursivos y prácticos generados por la comunidad jurídica estadounidense, en particular, los de las grandes firmas de abogados de Nueva York reunidas en torno al Vance Center. Las similitudes en el contexto jurídico y político de Chile, Argentina y Colombia permiten que el análisis se concentre en su discurso y prácticas pro bono97.


			Quinto, el trabajo comparado, fundamentado empíricamente, permite generar un diálogo texturado entre teoría y práctica98. La descripción y análisis de la arquitectura conceptual se basa no solo en un análisis de los documentos centrales del discurso pro bono transnacional. También se basa en un amplio trabajo de campo que permite describir la conciencia jurídica pro bono de los abogados de Argentina, Chile y Colombia. Del mismo modo, la información cualitativa y cuantitativa recogida puede analizarse más ricamente a partir de las herramientas teóricas que se ofrecen en la primera parte del texto. La buena teoría debe nutrirse de la realidad; las buenas prácticas deben estar teóricamente informadas.


			IV. EL CONCEPTO DE TRABAJO PRO BONO


			El discurso global estándar sobre el trabajo pro bono lo define como los servicios jurídicos gratuitos que prestan los abogados de manera voluntaria e institucionalizada a personas de bajos recursos socioeconómicos y al interés público99. Este concepto de trabajo pro bono, por tanto, está compuesto por siete elementos. El primero es que el trabajo pro bono se debe entender como una labor jurídica100. El pro bono debe estar directamente relacionado con el saber y las prácticas del ­derecho. Es una actividad que hace parte de la disciplina y que hace uso de la disciplina. El pro bono, en consecuencia, excluye otro tipo de actividades voluntarias y solidarias que también realizan los abogados, entre otras, la filantropía, la participación en las juntas directivas de organizaciones sociales y el trabajo voluntario en obras sociales101.


			El segundo elemento es que se trata de una labor que prestan los abogados102. El pro bono es un tipo de práctica que deben adelantar aquellos que son reconocidos como miembros de la disciplina. Solo aquellos que han sido iniciados y educados formalmente en los ritos, procedimientos y saberes jurídicos son los que deben hacer este tipo de trabajo103. Cada comunidad política tiene criterios para determinar quién puede considerarse oficialmente como miembro de la disciplina. En algunas comunidades el Estado es quien determina los requisitos que debe cumplir un individuo para que pueda considerarse como un abogado104. En otras, el Estado delega esta tarea en organizaciones privadas como los colegios de abogados105. Consecuentemente, los individuos que dominan el saber jurídico pero no cumplen con los criterios para entrar formalmente a la disciplina no pueden hacer trabajo pro bono. Los líderes sociales que por su trabajo se han acercado y conocen el derecho, los trabajadores informales del derecho, esto es, aquellos que han aprendido el derecho en la vida diaria por su contacto con las ramas judicial o ejecutiva, o los burócratas que conocen el derecho porque hace parte de su trabajo diario, entre otros, no podrían realizar trabajo pro bono. Sus labores no pueden ser descritas ni nombradas por el concepto de trabajo pro bono estándar que se ha transnacionalizado. Los servicios jurídicos gratuitos que podrían prestar este tipo de personas quedan por fuera de este concepto.


			El tercer componente es su carácter gratuito106. Los abogados no deberían recibir remuneración alguna por los servicios jurídicos que prestan a las personas de bajos recursos o al interés público. El concepto de trabajo pro bono distingue tajantemente entre las actividades profesionales por las que los abogados reciben un pago y las actividades profesionales pro bono. Estas labores se entienden como parte de las responsabilidades sociales que tienen los abogados en un Estado liberal de derecho. El litigio o la asesoría en asuntos pro bono son las tareas a través de las cuales los abogados honran sus obligaciones sociales y no deben generar un reconocimiento distinto al informal que reciben de sus clientes y comunidad política.


			El cuarto componente es su carácter voluntario107. El trabajo pro bono se entiende como fruto de una obligación que los abogados adquieren autónomamente. El trabajo pro bono, por ende, no debería ser consecuencia de una obligación impuesta por quienes tienen poder sobre los juristas, por ejemplo, el Estado o las empresas para las que trabajan. El trabajo pro bono no debe entenderse como una obligación heterónoma108. El origen de esta obligación varía entre los abogados. El concepto de trabajo pro bono global estándar, además, no incluye todas las razones que podrían justificar la existencia de la obligación. No obstante, este concepto se asocia típicamente con razones como las desigualdades sociales que impiden que todos los ciudadanos puedan acceder a la justicia, el principio de solidaridad109 y el control que tienen los abogados de un saber central para la estabilidad y prosperidad de un Estado liberal de derecho110. Ahora bien, algunos abogados también consideran que deben hacer trabajo pro bono por razones estratégicas111, entre otras, aumentar su reputación social, posicionarse en las listas que clasifican a las firmas de abogados y acceder o afianzarse en el mercado jurídico nacional o internacional112.


			El quinto elemento del concepto de trabajo pro bono es que debe ser institucionalizado113. Los abogados siempre han prestado servicios jurídicos gratuitos a personas de bajos recursos económicos. Sin embargo, estas actividades típicamente han sido individuales, ocasionales e informales. Los abogados deciden esporádicamente y a título personal usar sus conocimientos jurídicos para servir a personas conocidas o recomendadas que no pueden contratar a un profesional del derecho. Estas actividades se adelantan sin seguir procedimientos estandarizados para aceptar y tramitar el caso. El pro bono, en contraste, se define como una actividad permanente, formalizada y colectiva. El pro bono se debe entender entonces como una actividad que hace parte de las actividades diarias de los abogados, que se adelanta siguiendo procesos estandarizados y que hace parte de las estructuras de las firmas de abogados. El concepto de trabajo pro bono no excluye a los abogados que trabajan individualmente, y no en empresas jurídicas, pero sí exige que las labores que realizan en esta área sean permanentes y estén formalizadas. Ahora bien, las prácticas de trabajo pro bono estándar que se han globalizado sí asocian el trabajo pro bono con las empresas jurídicas114. En la práctica, las grandes firmas de abogados, esto es aquellas con un número amplio de abogados o con una notable reputación, son las que han promovido e implementado el trabajo pro bono en todo el mundo.


			El sexto elemento indica que los servicios jurídicos gratuitos se deben prestar a personas de bajos recursos socioeconómicos115. Los servicios jurídicos gratuitos que prestan los abogados deben estar dirigidos a representar o asesorar a individuos que no tengan la posibilidad de contratar a un abogado. Trabajar gratuitamente para quien puede hacerlo implicaría una competencia desleal con los otros miembros de la profesión y no podría considerarse como una forma de honrar las obligaciones sociales que tienen los abogados en un Estado liberal de derecho. Los abogados son una colectividad muy diversa que sirve a distintos grupos sociales en un mercado que es cada vez más competido. Los nichos deben ser respetados por todos los profesionales y no debe reducirse el conjunto de potenciales clientes regulares116. El trabajo pro bono, además, como se dijo arriba, surge de una obligación que es consecuencia de las desigualdades socioeconómicas que obstaculizan la materialización del derecho al acceso a la justicia.


			El séptimo y último componente es que el trabajo pro bono puede servir al interés público117. Las labores pro bono pueden estar dirigidas a proteger el interés colectivo. No obstante, el contenido de la categoría “interés público” no es preciso118. Es una categoría de textura abierta que no se interpreta de una única manera en el discurso pro bono global estándar. En ocasiones puede significar el interés de las mayorías; en otras, contribuir a la consolidación del Estado liberal de derecho; en algunas ocasiones más puede significar la materialización de la carta de derechos. Típicamente, sin embargo, esta categoría se asocia con actividades que tienen un impacto mayor a la defensa de los derechos de un individuo o un pequeño grupo de individuos. En esta medida, generalmente se le conecta con prácticas jurídicas como el litigio estratégico, las asesorías legislativas y la pedagogía en derechos.


			V. LOS MANDARINES JURÍDICOS Y LOS SIERVOS DEL DERECHO


			El discurso y prácticas pro bono descritas crean dos tipos de sujetos interdependientes. Estas categorías no solo nombran la realidad, esto es, describen a los individuos que hacen o reciben el trabajo pro bono sino que también determinan la manera como estos individuos se describen e interpretan sus prácticas. El poder de las categorías no está únicamente en las descripciones que hacen desde afuera de los abogados y sus clientes. No está principalmente en la descripción, análisis y evaluación que hacen desde un punto de vista externo de estos sujetos y sus actividades. El poder más grande que tienen estas categorías está en que los abogados, cuando las interiorizan consciente o inconscientemente, las usan para construir su identidad individual y colectiva. Estas categorías condicionan la manera como los abogados y los clientes pro bono se perciben y son percibidos en un Estado liberal de derecho.
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